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i. Presentación de Víctor Hernández-Mendible

Buenas tardes. Hoy 22 de julio de 2025, en una nueva sesión del aula virtual 
Brewer-Carías, tenemos la oportunidad de reflexionar sobre algunos temas 
del contencioso-administrativo nacional. Antes de ello, quiero, en primer 
lugar, agradecer a la doctora Belén Ramírez Landaeta y a la Fundación 
Estudios de Derecho Administrativo (Funeda), por la oportunidad de estar 
en esta tarde, compartiendo nuevamente con la audiencia tanto presencial 
como la remota, que luego tendrá la oportunidad de escuchar en diferido 
esta jornada. Y adicionalmente a ello, a la Fundación Universitas en la per-
sona de Julio Alejandro Pérez Graterol y de Lenni, que es la encargada de 
organizar toda la actividad técnica para que estemos aquí. 

*	 Universidad Central de Venezuela (Caracas-Venezuela), Abogado; Especialista en 
Derecho Administrativo; profesor Titular de Derecho Administrativo. Universidad 
Carlos iii de Madrid (Madrid-España), Máster en Política Territorial y Urbanís-
tica. Universidad de la Coruña (La Coruña-España), Doctor en Derecho Adminis-
trativo Iberoamericano. Universidad Monteávila (Caracas-Venezuela), profesor de 
Derecho Administrativo y director Adjunto del Centro de Estudios de Regulación 
Económica (Cereco). Miembro del Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo 
(Fida) y del Instituto Internacional de Derecho Administrativo (Iida).

	 Transcripción revisada y corregida del evento virtual: «Los criterios de compe-
tencia en el contencioso-administrativo contra las universidades», moderado por 
Víctor Rafael Hernández-Mendible en el aula virtual Brewer-Carías, que tuvo lugar 
el 22 de julio de 25, con el apoyo de la Fundación Estudios de Derecho Adminis-
trativo (Funeda) y el Centro de Estudios de Regulación Económica de la Univer-
sidad Monteávila (Cereco-UMA), con el soporte técnico de Universitas Fundación. 
Vid. https://www.youtube.com/watch?v=ZGN33-sHXuY.
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Hoy tenemos el gusto de presentar al profesor Miguel Ángel Torrealba 
Sánchez, quien va a conversar sobre el tema titulado «Los criterios de 
competencia en el contencioso-administrativo contra las universidades». Re-
cordaba, cuando me hicieron referencia del título del tema de la ponencia, 
que hace 30 años, cuando la Fundación de Estudios de Derecho Admi-
nistrativo realizó sus primeras publicaciones, fueron justamente sobre el 
contencioso de las universidades, que era, además –y el de las comisiones 
tripartitas que existían en aquel entonces–, los temas con los que se inició ese 
largo recorrido de actualmente 32 años, que tiene la Fundación de Estudios 
de Derecho Administrativo.

Este tema ha estado siempre vigente en el caso venezolano, porque generó 
una gran doctrina de toda la teoría de las nulidades (los vicios intrascen-
dentes, los vicios de nulidad relativa, los vicios de nulidad absoluta), que 
fueron desarrollados allí con sujeción a la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos, de todas las potestades: anulación, revocación, conva-
lidación, rectificación, confirmación, modificación y reposición de la 
Administración Pública. Fue una jurisprudencia muy rica la que se generó en 
la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, que conocía en aquella 
época en primera y única instancia de estos casos del contencioso de las uni-
versidades. Por eso es interesante ver en estos tiempos en dónde estamos, tal 
como nos lo va a compartir el profesor Miguel Ángel Torrealba Sánchez. 

Él es, para los que no lo conocen, profesor Titular en la Universidad Central 
de Venezuela. Es profesor además de tiempo parcial en la Universidad Mon-
teávila de Caracas. Además de eso tiene una amplia obra jurídica publicada 
tanto a nivel nacional como internacionalmente, que ya supera el centenar de 
publicaciones tanto en libros como en capítulos de libros, y de igual manera 
las recensiones que ha hecho, etcétera. 

Y la tarde de hoy, va a plantearnos un tema que, aunque esté enfocado en el 
punto de las universidades, o al aspecto de las universidades concretamente, 
va a ser una suerte de radiografía, de cuál es la situación del contencioso-
administrativo en la actualidad venezolana. En ese sentido, le doy la palabra 
al profesor Torrealba Sánchez.



ii. Ponencia de Miguel Ángel Torrealba Sánchez

Muchas gracias, profesor Víctor Rafael Hernández-Mendible. Antes que nada, 
buenas tardes a todos. Agradezco especialmente a la Fundación Estudios De-
recho Administrativo, una vez más, por la amable invitación a participar en esta 
aula virtual Brewer-Carías de los martes. Agradecer el apoyo logístico y técnico 
de la Fundación Universitas a través de Julio Alejandro Pérez Graterol y en 
este caso específico la presencia de Lenni. Y por supuesto, agradecer la mode-
ración y la presentación del profesor Víctor Hernández-Mendible. Justamente, 
el título de la ponencia: «Criterios actuales de competencia en el contencioso 
contra las universidades, o criterios judiciales de competencia», lo escogí 
haciendo un guiño de remembranza, rememorando el trabajo de la Corte Pri-
mera de lo Contencioso-Administrativo en los años 80 y 90 del siglo pasado.

En reiteradas ocasiones he consultado los criterios jurisprudenciales de 
aquella colección de libros de portada roja, y estaba el tomo del contencioso 
contra las universidades o el contencioso universitario, contencioso de las 
universidades. Sigue siendo materia obligada a consultar para cualquiera que 
se intente aproximar o necesite aproximarse al estudio del régimen procesal 
de las universidades, especialmente las universidades nacionales o públicas, 
como se les conoce coloquialmente. 

Y este tema lo traigo a colación porque, recientemente, se han dado varias 
sentencias que han afectado a las universidades en cuanto a que han anulado 
normas o han impuesto decisiones condenatorias contra las universidades. 
Pero yo no voy a entrar en los criterios de fondo del caso concreto, sino en los 
criterios de competencia actual, que no los llamo jurisprudencia. En primer 
lugar, porque, como ya he señalado en previas ocasiones, no es dable llamar 
jurisprudencia a lo que no son criterios reiterados, pacíficos y uniformes. 
Aquí lo que tenemos son criterios que muchas veces, además, cambian 
dependiendo del caso concreto. 

Pero ¿por qué me llamó la atención este tema de los criterios de competencia? 
Porque, efectivamente la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
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Administrativa, de la cual hablamos hace algunas semanas compartiendo el aula 
virtual con estimados profesores y amigos, en esta materia de la competencia 
no fue especialmente innovadora. 

Y, de hecho, si aplicásemos sus normas, llegaríamos a la conclusión de que el juez 
por antonomasia de la regulación, de la conducta administrativa de las universi-
dades, de las manifestaciones de la actividad administrativa en las universidades, 
serían los juzgados equivalentes a la Corte Primera de lo Contencioso-Admi-
nistrativo. Es decir, los Juzgados Nacionales de lo Contencioso-Administrativo, 
los mal llamados Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa, porque en realidad tienen competencia regional. 

A mí me llamó mucho la atención cuando me di cuenta de que cada vez 
más vemos que las sentencias la dictan cualquier tribunal contencioso-
administrativo, menos los juzgados nacionales de lo contencioso. Es decir, 
sentencias que dictan los tribunales o los juzgados superiores estadales de 
la jurisdicción contencioso-administrativa, mal llamados «juzgados supe-
riores estadales», y sentencias que dicta la Sala Político-Administrativa del 
Tribunal Supremo de Justicia anulando normas reglamentarias dictadas por 
universidades nacionales. 

Entonces, eso me produjo ruido, me produjo desazón. Y esa es la razón por la 
cual me puse a revisar con un cierto detenimiento, no diré que con pretensiones 
de exhaustividad, pero sí con cierta acuciosidad, el tema.

Y llegué a la conclusión, y aquí usando el lenguaje actual cinematográfico y 
usando un anglicismo, les doy un spoiler. El spoiler es que conoce cualquier 
tribunal menos lo que deberían conocer, de acuerdo con las disposiciones de 
la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa si se trata 
de demandas de nulidad de actos administrativos emanados de universidades.

Entonces, vale la pena, creo yo, ver cómo se produjo este fenómeno, y tam-
bién un poco comentar al final, si da tiempo, las implicaciones de estos 
criterios que son absolutamente contrarios a la regulación legal.



Entonces, hagamos primero un muy breve repaso a lo que era la situación en 
los años 80 y 90 y podríamos decir que inclusive ya con la Constitución del 
99 por allá hasta la primera mitad de la primera década de este siglo. Vamos a 
regresar un poco entonces a la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia 
que estuvo vigente entre 1977 y 2004.

Recordemos que, en lo que se refiere a las universidades, después de dis-
cusiones doctrinarias, se llegó a la conclusión de que efectivamente son 
entes con forma de Derecho público, son entes estatales, pero no son una 
Administración que se inserte organizativamente en la estructura de la Ad-
ministración Pública Nacional, central o descentralizada. Por un lado, por el 
tema de que tienen una autonomía que les acuerda, les acordaba, la Ley de 
Universidades en aquella época. Además, se la confirma el artículo 109 de la 
Constitución del 99.

Por ejemplo, el artículo 9 de la Ley de Universidades se refiere a la autonomía 
organizativa, que es la autonomía por excelencia, de dictar normas internas. 
La autonomía académica. Pero también las universidades nacionales gozan 
de autonomía administrativa –dice la Ley–, que la entendemos como auto-
nomía política para elegir a sus representantes y autoridades. Y autonomía 
económica y, financiera y presupuestaria. Podríamos hablar de este punto, 
pero no es lo importante. 

Lo importante es que, de acuerdo con estas características, la jurispru-
dencia y la doctrina de los años 80 y 90, hay que recordar el estudio que 
le dedica, por ejemplo, entre otros, el profesor Caballero Ortiz en el libro: 
Los institutos autónomos, para distinguir a las universidades –con todas sus 
similitudes– de los institutos autónomos. Tienen similitudes, pero el tema de 
la autonomía hace que sin duda tengan serias diferencias también.

Pero desde el punto de vista de la competencia, los criterios son similares 
en cuanto a la aplicación de los dos tipos fundamentales de pretensiones 
que regulaba la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. Es decir, el 
conocido en aquella época como «recurso contencioso-administrativo de 
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nulidad», contra actos de efectos generales o contra actos administrativos de 
efectos particulares, y lo que se conocía en aquella época como las demandas 
«contra entes públicos», «contra entes del sector público». 

En ese sentido, hagamos un muy breve repaso que, además, nos va a servir 
porque la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, la 
vigente, pues no se aparta demasiado de esos criterios de delimitación 
y asignación competencial. Hay, por un lado, las pretensiones declarativas 
o constitutivas de nulidad de acto administrativo, el recurso contencioso- 
administrativo en nulidad.

¿Cómo se atribuye la competencia durante la vigencia de la Ley de la Corte? 
Criterio que actualmente se mantiene en la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa. Bueno, básicamente entre tres grados de tribu-
nales, tres instancias jurisdiccionales. Si se trata de los actos administrativos 
emanados de las altas autoridades de las ramas del Poder Público nacional 
actuando en función administrativa, la competencia en primera y única ins-
tancia corresponde a la Sala Político-Administrativa. Entonces, de la Corte 
Suprema, hoy en día del Tribunal Supremo de Justicia.

En las hipótesis de que se trate de pretensiones de nulidad de actos admi-
nistrativos emitidos por autoridades estadales o municipales, la competencia 
en primera instancia va a corresponder a los juzgados superiores estadales 
y en segunda instancia o apelación, en aquella época a las cortes de lo con-
tencioso, a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo. Luego ya en 
este siglo se creó la Corte Segunda.

Y había entonces una tercera posibilidad, que era lo que se conocía como 
la «atribución residual de competencia». Es decir, la Corte Primera de lo 
Contencioso-Administrativo, de acuerdo con el artículo 185 número 3 de la 
Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, iba a conocer de las acciones 
o recursos de nulidad de actos administrativos dictados por autoridades na-
cionales distintas a las reguladas en los supuestos de competencia de la Sala 
Político-Administrativa y en los supuestos en que la competencia tampoco 
les correspondía a los juzgados superiores estadales.



Es decir, autoridades nacionales, pero que no fueran de las altas autoridades 
nacionales. Igualmente, en el caso de la Administración Pública nacional, 
pero la descentralizada funcionalmente, y por allí encuadra entonces que 
la competencia era muy similar para el caso de los actos administrativos 
emitidos por institutos autónomos y los actos administrativos emitidos por 
autoridades universitarias.

No voy a entrar en el tema de lo que se conocía como los «actos de auto-
ridad»; es decir, actos dictados en función administrativa por universidades 
que no son universidades nacionales, pero que la jurisprudencia en su opor-
tunidad los asimiló, al menos a los efectos de su control jurisdiccional.

Ese era el criterio básico. Es decir, los actos dictados por las universidades 
nacionales, actos administrativos, iban a ser demandados pidiendo su decla-
ración de nulidad ante la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y 
tenía apelación ante la Sala Político-Administrativa por un criterio jurispru-
dencial posterior de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia.

Mientras que el otro bloque competencial, que era las llamadas «demandas 
contra los entes públicos», hoy en día diríamos las pretensiones de condena al 
pago cantidades de dinero. En tal caso, el criterio era distinto, era un criterio 
que se basaba en la cuantía de la demanda. Dependiendo de la cuantía de la 
demanda iban a conocer los juzgados superiores estadales en primera ins-
tancia, juzgados superiores contencioso-administrativos estadales. La Corte 
Primera de lo Contencioso-Administrativo, dependiendo de la cuantía, sí era 
una cuantía mayor. Y ya una cuantía aún mayor, conocía en primera y única 
instancia la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia.

Básicamente, esos eran los dos criterios, y fundamentalmente por eso, cuando 
se hablaba del contencioso contra las universidades, se estaba pensando en 
demandas de nulidad de actos administrativos cuya competencia le corres-
pondía conocer a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo. Y de 
allí, justamente, como señala el profesor Hernández-Mendible, tanta juris-
prudencia que se produjo en la época con ocasión de una serie de asuntos, 
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tanto en lo que se refiere la regulación de los actos administrativos, la teoría 
general de las nulidades de los actos administrativos, como también en 
materia de regulación universitaria, de asuntos propiamente universitarios. 

Eso se mantiene así hasta el año 2004-2005. ¿Qué pasó en los años 2004-
2005? Pues aquí tenemos una vez más que repasar un poco la infortunada 
o desafortunada evolución del contencioso-administrativo venezolano en el 
último cuarto de siglo.

¿Qué fue lo que sucedió? Bueno, sucedió que entró en vigencia la Ley Or-
gánica del Tribunal Supremo de Justicia en el 2004, que derogó a la Ley 
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. Y esa última Ley era la que regu-
laba a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y a los juzgados 
superiores estales contencioso-administrativos en sus disposiciones tran-
sitorias, esperando que en algún momento se dictara la ley, la ley que iba 
a regular la jurisdicción contencioso-administrativa, ya con una vocación 
definitivamente de permanencia. 

La Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia del 2004 deroga la Ley 
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. Por lo tanto, deroga las disposi-
ciones transitorias, pero, por razones que no vienen al caso hablar en esa 
ocasión, no las sustituye por una regulación similar o distinta. Con lo cual, 
desde el punto de vista estrictamente jurídico formal, la Corte Primera de 
lo Contencioso-Administrativo dejó de existir en el año 2004, en cuanto 
salió publicada la Gaceta Oficial y entró en vigencia la Ley, al igual que los 
juzgados superiores estadales de lo contencioso-administrativo.

Pero eso no fue así, sino que se mantuvieron funcionando sin base legal, 
en atención a que la Sala Político-Administrativa fue poco a poco dictando 
sentencias con efectos legislativos, con efectos normativos. No voy a entrar 
acerca de la pertinencia jurídica del asunto. Criterios que le permitieron atri-
buir la competencia a unos juzgados que, en estricto rigor jurídico, no tenían 
base legal para existir, para funcionar.



Y en ese ínterin nos encontramos con la sentencia, ya no de la Corte Su-
prema, sino de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de 
Justicia, la 4550 del 22 de junio de 2005. Esta señala que sigue los criterios 
básicos que ya hemos venido delineando en lo que se refiere a lo que se co-
nocía como el «contencioso contra las universidades», en cuanto al recurso 
contencioso-administrativo de nulidad, diríamos hoy en día en la termino-
logía de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
demanda de nulidad de acto administrativo. 

Y esa sentencia señaló en el año 2005 que, en cuanto a las universidades, se 
trata de instituciones al servicio de la Nación, formando parte de la Admi-
nistración Pública nacional. Por tanto, por participar de las características 
principales de aquellos institutos –aquí se estaba refiriendo a los institutos 
autónomos, estaba recogiendo lo que había sido la jurisprudencia previa 
que, asentada en la doctrina, había delineado y a la vez esclarecido la na-
turaleza jurídica de las universidades nacionales a los efectos de su control 
jurisdiccional–. Tomemos en cuenta en aquella época la existencia de vasos 
comunicantes entre la doctrina y la jurisprudencia, que eran abundantes, 
porque había doctrinarios y profesores que eran magistrados y viceversa, lo 
cual hoy en día es prácticamente impensable.

Entonces, esa sentencia del 2005 señaló que, al hacer la referencia a la 
comparación de las universidades con los institutos autónomos, señala que 
participan de las características principales de aquellos institutos. Ojo, ex-
ceptuando el tema de que las universidades no están regidas por el principio 
de jerarquía y que la autonomía es muchísimo más marcada en estas por una 
serie de razones académicas. Pero, afirma el texto, se justifica que a los fines 
de su protección jurisdiccional se les extienda el fuero contencioso-admi-
nistrativo, y por ello el conocimiento de cualquier acción o recurso que se 
ejerce en su contra corresponde, al igual que en los casos de los institutos 
autónomos, a la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Si ustedes me oyeron, me dirán: «Bueno, pero el profesor Torrealba 
Sánchez no está diciendo nada nuevo». No, no estoy diciendo nada nuevo. Lo 
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que sucede es que esta sentencia se ha ido copiando, pero le han ido añadiendo 
párrafos que no tenía originalmente o expresiones que no tenía originalmente, 
porque esta sentencia 4550 se refiere efectivamente a que el conocimiento de 
cualquier acción o recurso que se ejerza contra las universidades corresponde 
a la jurisdicción contencioso-administrativa, cierto, pero habla de la juris-
dicción contencioso-administrativa, no refiere específicamente a quién le 
corresponde el conocimiento. 

Y aquí tenemos el problema de que durante la vigencia de la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia del 2004 no había regulación legal que 
distribuyera la competencia, que asignara la competencia a los juzgados 
superiores estadales ni a las cortes de lo contencioso. Pero, por vía de senten-
cias, se mantuvieron esos tribunales y se les mantuvo también esos criterios, 
pero ya no podemos hablar de criterios legales.

Pero el cambio viene, al menos hasta donde yo he podido averiguar, con la 
sentencia 1118 del 29 de julio del 2009. Fíjense que cuando se dicta esta sen-
tencia todavía está vigente la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia 
del 2004. Esta sentencia, ante la ausencia de previsión legal expresa, en mi 
opinión, da lugar al inicio de la tergiversación de los criterios de distribución 
de competencia.

Esa sentencia señala lo siguiente: Se trató de la demanda de nulidad del 
Reglamento del Personal Docente y de Investigación de la Universidad Cen-
tral de Venezuela. En ese caso concreto, justamente la demanda de nulidad 
la presentaron profesores de mi Facultad y específicamente de mi Escuela, la 
Escuela de Derecho. Esa sentencia señala que la Sala Político-Administrativa 
observa que está analizando el tema de la competencia visto que se impugnan 
algunas de las disposiciones de ese Reglamento, y lo califica como un acto 
administrativo de efectos generales que regula todo lo relativo al ingreso, ubi-
cación, ascenso, antigüedad, deberes y derechos, incompatibilidades, medidas 
disciplinarias y protección social de los miembros del personal docente de 
investigación de la casa de estudios en referencia. Es decir, del personal acadé-
mico llamado a dedicarse a dicha institución universitaria, pues estos prestan 



sus servicios no solo a nivel de pregrado, sino que también se dedican a activi-
dades de consulta con los estudiantes de pregrado, a la docencia de posgrado 
y a la realización permanente de labores de investigación y extensión.

Hasta ahora, la sentencia no me dice nada en específico relevante en ma-
teria de competencia, pero sigue señalando: En virtud del ámbito descrito 
regulado por el acto de efectos generales cuya nulidad parcial se ha solici-
tado, este máximo tribunal considera de fundamental importancia establecer 
las precisiones siguientes. La educación constituye una función social que 
genera derechos y obligaciones para el docente, los directivos del centro do-
cente, los educandos y progenitores, donde el Estado, en cualquiera de sus 
ramas y mediante todos sus órganos, se encuentra en el deber ineludible 
e impostergable de garantizarla como uno de los objetivos fundamentales de 
su actividad y como servicio público de rango constitucional inherente a la 
finalidad social del Estado.

Y más adelante dice la sentencia que la educación, además, hace realizable 
el valor y el principio material de la igualdad, puesto que en la medida en 
que la persona tenga semejantes posibilidades educativas, tendrá oportuni-
dades para su realización como persona. En este contexto, la prestación del 
servicio público de educación inherente a la finalidad social del Estado, bien 
que se preste directamente por este, indirectamente o por los particulares, 
debe realizarse en condiciones de permanencia, regularidad, eficacia, efi-
ciencia, imparcialidad y moralidad, con el fin de alcanzar los objetivos para 
los cuales ha sido instituido.

Hasta ahora todo muy bonito, pero no me ha dicho nada de la compe-
tencia. Pero agrega: Todo lo expuesto conmina a este órgano jurisdiccional 
–continúa diciendo la sentencia– a garantizar los mencionados fines 
y condiciones para el acceso y permanencia de los estudiantes y de los edu-
candos en igualdad de oportunidades. Por ello, en virtud de que, en el caso 
particular que se analiza, se impugna el contenido de los artículos tales y 
tales del Reglamento del Personal Docente Investigación de la UCV, es 
decir, disposiciones de carácter normativo que regulan lo relativo al ingreso, 
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ubicación, ascenso, antigüedad, deberes y derechos, incompatibilidades, me-
didas disciplinarias y protección social de todos los miembros del personal 
docente investigación de la UCV, y por tanto disposiciones de efectos gene-
rales, de conformidad con el artículo 259 de la Constitución, en concordancia 
con la competencia establecida en el citado artículo 5 numerales 30 y 31 de la Ley 
que rige las funciones de este máximo tribunal, la Sala Político-Administrativa 
es la competente para conocer y decidir de recursos de nulidad interpuesto.

Aquí, de repente, nos encontramos con esta conclusión que no va precedida 
de premisas argumentativas pertinentes. Es decir, estamos ante una típica fa-
lacia de atinencia. Más allá de que lo cierto es que el órgano jurisdiccional no 
está conminado a garantizar la prestación de los servicios públicos, porque 
para eso no son los órganos jurisdiccionales. Allí está quizá el germen de 
la confusión que se ve mucho en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa, que parece que el proyectista no tenía muy claro 
cuál es el propósito de la Administración Pública y cuál el de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, que son distintos. 

Pero aquí vemos cómo entonces, de hablarme de la prestación del ser-
vicio público, de hablarme de la importancia de la educación, y por cierto 
hablarme de los actos de efectos generales, termina concluyendo que la com-
petencia es de la Sala Político-Administrativa. Fíjense que cita el artículo 259, 
que es la norma general, la base constitucional primaria de la jurisdicción 
contencioso-administrativa en la vigente Carta Magna. Y luego menciona 
el artículo 5 números 30 y 31, de la entonces vigente Ley Orgánica del Tri-
bunal Supremo de Justicia el 2004. Pero es que, efectivamente, el artículo 5 
regulaba las competencias de la Sala Político-Administrativa porque era las 
únicas competencias que en materia contencioso-administrativa regulaba, 
porque era la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia.

Pero, si revisamos esos dos numerales, nos vamos a encontrar con que se 
referían al conocimiento de la demanda de nulidad o del recurso conten-
cioso-administrativo de nulidad de acto administrativo dictado por las 
altas autoridades nacionales. Para nada hablaba ni de atribución residual de 
competencias ni mucho menos de universidades, y no podía hacerlo.



Con lo cual, con esta sentencia, la Sala Político-Administrativa invocando 
normas que no son las pertinentes, señala que la competencia es de ella para 
conocer de una demanda contra un acto administrativo de efectos generales 
dictado por la Universidad Central de Venezuela.

Pero es que, además, ya para ese momento la Sala Político-Administrativa 
había dictado sus sentencias cuasilegislativas de los años 2004 y 2005 en las 
cuales había señalado que se mantenía el criterio de atribución residual de 
competencia en lo que concernía a las pretensiones de nulidad de actos ad-
ministrativos. Es decir, en cuanto a que, en el caso de la Corte Primera de 
lo Contencioso-Administrativo, conocía de demandas de nulidad contra 
los actos administrativos emanados de la Administración Pública nacional, 
siempre que no fueran las altas autoridades. Esto es, siempre que no fueran 
de aquellas cuyos actos los iba a conocer, a controlar, la Sala Político-Admi-
nistrativa en primera y única instancia. Y siempre también que no fueran de 
los que correspondían ser conocidos en primera instancia por los juzgados 
superiores estadales, que era la hipótesis de los actos administrativos dictados 
por la Administración Pública estadal y la Administración Pública municipal.

Lo que quiero decir es que esta sentencia intenta hacer un malabarismo ar-
gumentativo para convencernos de que a la Sala Político-Administrativa 
le corresponde conocer algo que no le corresponde conocer por ley, y que, 
de acuerdo con sus criterios jurisprudenciales ya entonces vigentes, no le 
corresponde conocer.

Y, además, pareciera que en algún momento intenta resucitar la distinción 
entre nulidad de actos de efecto generales por razones de inconstituciona-
lidad de la nulidad de actos administrativos de efectos particulares. Aquella 
distinción vigente durante la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Jus-
ticia, pero que la Constitución del 99 deroga. Esto es, aquella distinción que 
permitía establecer entonces los supuestos en los cuales las demandas de 
nulidad del reglamento, pero ojo, se trataba de «reglamentos ejecutivos», 
si se alegaban solamente razones de inconstitucionalidad, la competencia 
era de la Corte en pleno. Mientras que el resto de los actos administrativos, 
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invocándose razones de ilegalidad o inconstitucionalidad, la competencia era de 
Sala Político-Administrativa y demás tribunales contencioso-administrativos.

Es decir, que por donde lo veamos, esta sentencia establece un criterio con-
trario, si no contrario, al menos sin base legal. Invoca unas normas que no son 
las aplicables y contradice lo que ha venido estableciendo la misma Sala Polí-
tico-Administrativa de una manera muy forzada, sí, pero lo hace en virtud de 
esas sentencias cuasinormativas que fueron las que permitieron el manteni-
miento de los juzgados superiores estadales de lo contencioso-administrativo 
y de las cortes de lo contencioso-administrativo.

Bien, pero podríamos pensar que se trató de un hiato, se trató de una ruptura 
temporal hasta tanto el asunto se volviera a regular como efectivamente se 
reguló en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
La Ley retorna al criterio de la atribución residual de competencia. Ya no 
son las cortes de lo contencioso-administrativo, sino que son los juzgados 
nacionales, los que van a conocer de las demandas de nulidad de actos ad-
ministrativos en el supuesto de que esos actos administrativos no hayan sido 
dictados por las altas autoridades del Poder Público nacional. Es decir, por un 
ministro, vicepresidencia ejecutiva, presidencia de la República y las máximas 
autoridades de las otras ramas del Poder Público nacional actuando en fun-
ción administrativa. Y esos juzgados nacionales tampoco van a conocer de las 
demandas de nulidad contra los actos dictados por la Administración Pública 
estadal y municipal.

Es decir, siguen conociendo residualmente todo lo que no conozca ni la Sala 
Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia en primera ins-
tancia ni los juzgados superiores contencioso-administrativos en primera 
instancia. Y así tenemos que debía resolverse el asunto, retomarse ya los 
cauces originales. Pero no se hizo. 

Y así, por ejemplo, me encontré con la sentencia 1210 del 8 de noviembre del 
2017. Ojo, ciertamente la demanda fue presentada en 2007 y eso es importante 
tomarlo en cuenta en esa sentencia del 2017, lo cual nos dice mucho acerca 



de tema del retardo procesal y de las dilaciones indebidas. Lo cierto es que la 
Sala Político-Administrativa transcribe el precedente inmediatamente previo 
que les acabo de citar y señala que, de conformidad con la jurisprudencia pa-
cífica de ese Supremo Tribunal, al versar el objeto de la demanda de nulidad 
sobre un acto administrativo de efectos generales dictado por un órgano con 
autonomía funcional como es la Universidad de Oriente, debe esa Sala, de 
acuerdo con el criterio anteriormente expuesto, declarar que acepta la com-
petencia declinada por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo.

Bueno, el tema que es estamos en 2017. Supongamos que la sentencia en-
tiende que, como la demanda fue presentada en el 2007, aplican las normas 
de competencia del 2007 en virtud del principio de la perpetuatio fori (ar
tículo 3 del Código de Procedimiento Civil). Eso podría entenderse, aunque, 
en mi opinión, es bastante cuestionable, pero al menos tendría cierta justi-
ficación. Mas el tema es que la misma Sala Político-Administrativa en el 
año 2018 sigue invocando la misma sentencia que ya vimos hace un rato del 
2005. Y es así como en la sentencia 1213 del 21 de noviembre del 2018 sigue 
invocando el artículo 5, numerales 30 y 31 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Supremo de Justicia del 2004, pero en 2018. 

Señala que se hace ratione temporis, pero la demanda fue interpuesta en 
2015, es decir, ya tenía 5 años de vigente la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. Con lo cual aquí no hay duda de que lo apli-
cable era el artículo 24.5 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa. Y, por lo tanto, la competencia obligatoriamente le tenía que 
corresponder para conocer en primera instancia de una demanda de nulidad 
contra un acto administrativo emitido por una universidad nacional a los juz-
gados nacionales de lo contencioso-administrativos competentes en razón 
del territorio.

Pero veamos sentencias aún más recientes, como la sentencia 244 del 14 de 
diciembre del 2023. La demanda fue presentada en el año de 2020. Fíjense 
que, luego de citar los artículos 259 de la Constitución, lo curioso es que la 
Sala Político-Administrativa no cita la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
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Contencioso-Administrativa, cita es la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 
de Justicia del 2022. Cita el artículo 26.5 de la última, pero no la Ley Or-
gánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa que ya tenía 13 años 
de vigente.

Esa sentencia señala que, conforme a la jurisprudencia citada y visto que 
en el caso bajo estudio el objeto de la demanda de nulidad se circunscribe 
a un acto administrativo de efectos particulares dictado «… por un órgano 
con autonomía funcional, como es la Universidad de Carabobo…» (sic), debe 
la Sala, de acuerdo con el criterio anteriormente expuesto, declarar su com-
petencia para conocer del presente asunto. Y a tal efecto, cita la sentencia 
1213 el 21 de noviembre del 2018 que señala lo mismo.

Es decir, a partir de la vigencia de la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa este parece ser el criterio de la Sala Polí-
tico-Administrativa para asumir la competencia con el fin de conocer de 
demandas de nulidad de actos dictados por universidades nacionales, que, 
dicho sea de paso, no hay ninguna distinción a los efectos de la competencia 
según se trate de un acto de efectos generales o normativo de un acto indi-
vidual o particular. Sigue citando el artículo 259 constitucional, que es la 
norma base genérica. Cita también el artículo 266.5 de la misma Constitu-
ción, que se refiere a las competencias de la Sala Político-Administrativa 
en materia de nulidades de actos administrativos. Pero, de manera muy 
curiosa, el redactor se acuerda de que está vigente la Ley Orgánica del Tri-
bunal Suprema de Justicia del 2022, pero parece olvidar la vigencia de la 
Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Lógicamente, el artículo 26.5 de la Ley Orgánica del Tribunal Suprema 
de Justicia del 2002, que se refiere a las competencias de la Sala Político- 
Administrativa y que es una norma que no regula este asunto, porque, como 
ya vimos, la distribución de competencias de la jurisdicción contencioso- 
administrativa en sus diversos grados de jurisdicción: ¿Dónde está? En la 
Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
 



En resumen, el criterio aparentemente vigente de la Sala Político-Adminis-
trativa es formalmente el mismo que estableció durante la vigencia de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia del 2004, criterio que contrariaba 
sus propios lineamientos jurisprudenciales. Y lo que es más grave aún, que 
actualmente contraría las disposiciones expresas de la Ley Orgánica de la Ju-
risdicción Contencioso Administrativa, al punto de que no la cita, la olvida.

Desconoce la Sala Político-Administrativa la Ley que regula y que resuelve 
el asunto de manera expresa. Y sustancialmente, su criterio se basa en una 
invocación a la trascendencia y la función social del derecho constitucional 
a la educación, cuyos fines debe garantizar la Sala Político-Administrativa. 
Porque esa sentencia que les cité los párrafos hace un rato sigue citándose, 
copiándose sin mayor análisis. Pero, en realidad, se trata de una falacia de 
atinencia. En primer lugar, por el hecho de que eso no es cierto, el derecho a 
la educación no es un asunto que le corresponda garantizar a la Sala Político-
Administrativa, sino a la Administración Pública.

Pero, además, es una falacia de atinencia en cuanto a que eso no tiene que 
ver con la competencia. Es decir, la competencia en este caso se determina 
por el grado, y por el grado de jurisdicción, el tribunal competente, de 
acuerdo con la propia Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa (artículo 24.5), son los juzgados nacionales, no le corresponde a la 
Sala Político-Administrativa. 

Entonces, es una falacia de atinencia doble, pero eso es lo que existe 
actualmente. Con lo cual, cosa curiosa, las demandas de nulidad de actos ad-
ministrativos emanados de las universidades, en esos supuestos que hemos 
visto, le corresponden ser conocidas en primera y única instancia a la Sala 
Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, aunque la Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa diga otra cosa.
 
Además de esto, tenemos que tomar en cuenta que el asunto no se acaba acá, 
porque hay un criterio que se superpone o se solapa en algunos casos. Es el 
criterio del caso de las demandas interpuestas por docentes universitarios en 
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materia funcionarial contra universidades nacionales. Porque, en este caso, 
el Tribunal Supremo de Justicia, no en Sala Político-Administrativa, sino en 
Sala Plena, señala lo siguiente: si se trata de la materia funcionarial referida 
a docentes universitarios, con el fin de proteger la tutela judicial efectiva 
y unificar criterios con la competencia en materia de pretensiones autó-
nomas de amparo, le asignó –también en un ejercicio cuasilegislativo, la 
verdad que el término «usurpación de funciones» como que no es manejado 
hoy en día en el Tribunal Supremo de Justicia– esa competencia, en aten-
ción al acceso a la justicia y tutela judicial efectiva, a los juzgados superiores 
estadales de lo contencioso-administrativo.

Pero, además, la redacción es ambigua, porque la sentencia y las sentencias 
posteriores no dejan claro si solamente se aplican para las demandas inter-
puestas en materia funcionarial o si el criterio se aplica en general para toda 
pretensión interpuesta por personal docente. Eso no queda claro.

Así, por ejemplo, les puedo mencionar, la sentencia de la Sala Plena número 
15 del 20 de abril del 2010, que reitera el criterio original que, si no me equi-
voco, es la 142 del 28 de octubre del 2008. Con lo cual, entonces, tenemos 
dos criterios de competencia. Si se trata de pretensiones de nulidad o de pre-
tensiones generales en materia funcionarial interpuestas por docentes, es 
decir, en materia de carrera docente, la competencia en primera instancia 
es de los jugados superiores estadales contencioso-administrativos, a fin de 
garantizar el acceso a la justicia.

Por cierto, contrariando también la Ley Orgánica de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa, porque ese criterio de 2008 no ha sido revisado y la 
Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa sigue estable-
ciendo, como establecía la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, que 
aquí impera el criterio de la atribución residual de competencia y que el ór-
gano competente para conocer en primera instancia deberían ser los juzgados 
nacionales de lo contencioso-administrativo. 



Pero, además, entonces eso se superpone con el criterio de la Sala Político-
Administrativa que, invocando el derecho a la educación, la garantía de la 
educación, termina señalando que ella es la competente para conocer de 
demandas de nulidad también.

Con lo cual, la pregunta es: ¿será la Sala Político-Administrativa la compe-
tente para conocer de demandas de nulidad si se trata de actos normativos, de 
actos reglamentarios? Reviviendo el viejo criterio de la distinción entre ju-
risdicción constitucional y jurisdicción contencioso-administrativa de la Ley 
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, criterio que fue implícitamente 
derogado por la Constitución del 99.

¿Cómo quedamos entonces? Ese es el primer asunto. Hay dos órganos; nin-
guno de los dos, por cierto, el órgano que de acuerdo con la Ley Orgánica 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa debería ser el competente, 
pero resulta que tenemos que la cúspide, la Sala Político-Administrativa está 
conociendo de pretensiones de nulidad de actos administrativos emanados 
de autoridades universitaria. Pero también los juzgados superiores esta-
dales están conociendo de pretensiones de nulidad de actos administrativos 
emanados de autoridades universitarias.

Pero si ya esto no contribuye a la seguridad jurídica, tenemos que concluir men-
cionando un asunto que ya no es del todo o no es contencioso-administrativo, 
pero que está vinculado. Es el criterio de la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, que también ha asumido la competencia para conocer 
de demandas de nulidad de actos emanados de autoridades universitarias.

Y me dirán ustedes, bueno, pero un momentico. ¿Y la distinción fundamental 
que establecen las normas constitucionales, artículos 334 y 336, entre la Sala 
Constitucional y la jurisdicción contencioso-administrativa no se refiere 
al rango del acto? Es decir: ¿el control de constitucionalidad, como control 
concentrado y monopólico de la Sala Constitucional, no se refiere a que la 
pretensión de nulidad se intente contra una norma de rango legal, de ejecución 
directa inmediata a la Constitución?
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Eso es lo que establece la Constitución, lo dice en varias normas, y lo reitera 
la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Aunque ya sabemos que 
de esa Ley también podríamos comentar muchas cosas que tiene que son 
bastante discutibles. Pero es que la Sala Constitucional, en varias sentencias, 
ha invocado la referencia a los intereses colectivos y difusos como criterio, 
que, en mi opinión, es un mero criterio de legitimación, pero que determina 
la competencia de la Sala Constitucional.
 
Es decir, la Sala Constitucional señala que la violación del derecho a la edu-
cación, al menos en el ámbito universitario, toda vez que se refiere a hechos 
vinculados con la educación, afectan a la población estudiantil. Y eso implica 
que las pretensiones en las que se invoque tal derecho, es decir, el derecho 
a la educación, se catalogan como demandas de protección de derechos 
colectivos o difusos de trascendencia nacional, por lo que la competencia 
para conocer será de la Sala Constitucional. Ello, en atención a lo dispuesto 
en el artículo 146 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. 
Un ejemplo, la sentencia Sala Constitucional N.º 809 del 28 de mayo del 2005.

En otras palabras, no solamente la Sala Político-Administrativa invoca el de-
recho a la educación como supuesto criterio legitimador de su competencia, 
aunque no tiene base legal ni constitucional. La Sala Constitucional también 
lo invoca, pero, como criterio que a su vez determina que se esté en presencia 
de una demanda por intereses colectivos difusos o por derechos supraper-
sonales colectivos y difusos, la cataloga como de trascendencia nacional 
y termina asumiendo la competencia.

Con lo cual la gran pregunta es, si a usted le preguntan cuál es el tribunal 
competente para conocer de la demanda de nulidad de un acto emanado de 
una universidad, tendrá que responder: «Bueno, depende». ¿Depende de qué? 
De lo que diga la Sala Político-Administrativa, la Sala Constitucional o el 
juzgado superior de lo contencioso-administrativo que esté conociendo.

La conclusión general es que el no acatamiento al principio de legalidad 
y a las reglas de competencia ha llevado a que tribunales contencioso- 



administrativos actualmente estén conociendo en primera instancia de de-
mandas contra las universidades, siendo que justamente son los que no tienen 
competencia para hacerlo en virtud del grado. No la tienen ni los juzgados 
superiores estadales ni la tiene la Sala Político-Administrativa. Tomen en 
cuenta que, incluso en materia funcional, la Ley del Estatuto de la Función 
Pública expresamente excluye de su aplicación al personal universitario, al 
personal docente y en general al personal de las universidades nacionales.

A ello se suma que el criterio de la Sala Político-Administrativa parece, en al-
gunos casos, haber resucitado una distinción entre jurisdicción constitucional 
y jurisdicción contencioso-administrativa que quedó derogada a partir de la 
Constitución de 1999 por inconstitucionalidad sobrevenida, en virtud del ar
tículo 266 numeral 5. Ello, en lo que se refiere a la competencia para conocer 
de nulidad de reglamentos por razones de inconstitucionalidad que, además, 
en todo caso se trataba era de los reglamentos ejecutivos en aquella época.

Por otra parte, el criterio de la Sala Político-Administrativa es tan ambiguo 
e impreciso que se superpone con otro criterio, igualmente ambiguo e im-
preciso, pero que ahora tiene base legal. Es el de la Sala Constitucional en 
materia de pretensiones interpuestas por legitimados en representación de 
intereses suprapersonales.

Yo recuerdo, ya va para 20 años, que en mi Manual de contencioso-admi-
nistrativo cuestioné, y tengo que seguir cuestionando, el criterio de la Sala 
Constitucional, aunque ahora tenga el reflejo en la Ley, que señala que, 
porque hay una referencia en el artículo 26 de la Constitución a los intereses 
colectivos y difusos, eso la haya llevado a concluir que la materia de intereses 
colectivos y difusos, era una materia competencia de la Sala Constitucional.

Lo cual, además, se contradice, porque asume la competencia en materia 
de intereses colectivos y difusos de demandas en las cuales el legitimado 
invoque representación de estos en la hipótesis de que tenga trascendencia 
nacional. Si no tiene trascendencia nacional, la competencia es de los juz-
gados civiles. Entonces, ¿quién decide si tiene trascendencia nacional o no? 
La misma Sala Constitucional.
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Ya para concluir, señalaría entonces que todo este panorama tan poco 
proclive a otorgar seguridad jurídica no es otra cosa que el resultado del 
voluntarismo judicial de quienes justamente, en lugar de cómo están deci-
diendo, serían los llamados a salvaguardar la preeminencia del principio de 
legalidad, comenzando por la preeminencia de la aplicación estricta de las 
reglas de distribución de competencias en materia judicial.

Regresando al principio, hoy en día, si quisiéramos publicar un tomo que se 
llamara «contencioso contra las universidades», pues entonces tendríamos 
el problema. No le envidio la faena a quien tuviera que hacerlo o describir 
cuáles son las principales sentencias en materia de atribución de criterios de 
competencia en demandas de nulidad. Porque, como acabamos de ver, se dis-
tribuye con unos criterios muy ambiguos, imprecisos y casuísticos entre las 
Sala Constitucional y Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de 
Justicia y los juzgados superiores estadales de lo contencioso-administrativo.

Con esto ya voy concluyendo. Entonces, solo me resta una vez más ser un 
poco reiterativo y volver a indicar lo que yo creo que hay que señalar una 
y mil veces. El asunto no es un tema de leyes. Por supuesto que muchas de 
nuestras leyes se pueden mejorar. Pero, como todos sabemos, incluso han se-
ñalado prestigiosos doctrinarios de Venezuela y en el mundo, más vale tener 
buenos jueces que tener buenas leyes. Es decir, con buenos jueces puede 
funcionar un Poder Judicial aun cuando no se tengan buenas leyes. Muchas 
gracias por su atención.
 
iii. Intervención de Víctor Hernández-Mendible

Bueno, muchísimas gracias al profesor Miguel Ángel Torrealba por la exposi-
ción, los planteamientos que ha hecho en la tarde de hoy que demuestran ¿cuál 
es la radiografía?, ¿cómo está en la actualidad el contencioso-administrativo?

En otras oportunidades se ha hablado de la ampliación de los privilegios pro-
cesales por obra de la jurisprudencia, a las empresas públicas, a las empresas 
del Estado, yendo más allá de lo que inconstitucionalmente establece la Ley 



Orgánica de la Procuraduría General de la República. Ya todo esto ha sido 
debatido oportunamente. He escuchado la exposición y me vino a la mente 
que la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, con el artículo 185 
ordinal tercero, construyó la tesis de los actos de autoridad, que luego fue 
desarrollada ampliamente por la doctrina.

Hay un trabajo muy valioso de la magistrada en aquella época de la Corte 
Primera de lo Contencioso-Administrativo, Hildegard Rondón de Sansó, en 
la Revista de Derecho Público, si no recuerdo mal creo que es la número 22. 
Pero en todo caso está en la Revista Derecho Público de la primera mitad de 
los años 80, donde se abordaba este tema sobre la «Ampliación del ámbito 
contencioso-administrativo».

Y luego vino un trabajo de Rafael Chavero sobre «Los actos de autoridad», 
que lo elaboró cuando todavía era estudiante en la UCAB y ganó premio de 
investigación como estudiante en aquella época. Actualmente, es profesor 
de la Universidad Central de Venezuela. Luego, han venido muchos otros, 
pero estoy situando un poco el contexto de lo que fue aquel tiempo. Y eso me 
hizo recordar a quienes construyeron esa jurisprudencia de la teoría de las 
nulidades, de la distinción entre los actos de autoridad y los actos propia-
mente administrativos.

Y en esa lista, salvo alguno que se me escape, estuvieron de magistrados, 
además de Josefina Calcaño de Temeltas, Cecilia Sosa Gómez, Pedro Mi-
guel Reyes, Antonio Angrisano, José Agustín Catalá, Alfredo Ducharne, 
Hildegard Rondón de Sansó, Belén Ramírez Landaeta, Jesús Caballero 
Ortiz, Gustavo Urdaneta Troconis, Alexis Pinto D’Ascoli, José Peña Solís, 
Teresa Cornett, Lourdes Wills, Humberto Briceño León, Armida Quin-
tana Matos (que estuvo dentro de las primeras Cortes que se constituyeron), 
María Amparo Grau, entre otros. Seguramente se me escapó alguno, pero 
estoy haciendo un ejercicio de memoria y no tengo la lista de todos aquí.

Todos ellos fueron haciendo sus aportes a lo que fue esa construcción juris-
prudencial que dio pie a esos volúmenes, además de la jurisprudencia que 
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construyó la jurisdicción contencioso-administrativa con base en el artículo 
185 ordinal tercero de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, para 
desarrollar este contencioso de las universidades específicamente.

Y esto lo traigo a colación porque tengo varios comentarios para hacerle al 
profesor Miguel Ángel Torrealba, de cómo, ya con la Constitución de 1999 
y el desarrollo que ha tenido lo que él nos acaba de exponer, cómo se han ido 
tergiversando las cosas.

Fíjense ustedes, el artículo 137 de la Constitución vigente, por lo menos 
formalmente, dice que las competencias del Poder Público las definen la 
Constitución y la ley. En lo que él nos acaba de exponer, ni la Constitución ni 
la ley atribuyen competencia a quien está resolviendo estos conflictos. Pero, 
además, dentro del principio de legalidad, hay un principio de legalidad ad-
ministrativa, sancionatoria, tributaria, presupuestaria y judicial, el último 
que está recogido concretamente en el artículo 253 de la Constitución.

Por su parte, el artículo 259 de la Constitución dice que los órganos de la ju-
risdicción contencioso-administrativa son competentes para anular los actos 
administrativos, generales o individuales, contrarios a Derecho, pero todo 
eso lo dice precedido de una frase que dice: «La jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa la ejercen el Tribunal Supremo de Justicia y los demás tribunales 
que determine la ley». Volvemos al principio de legalidad.

Fíjense que en ningún momento hay forma de escaparse dentro de la Cons-
titución del principio de legalidad, y concretamente el principio de legalidad 
judicial. Y el artículo 139 de la Constitución señala que los funcionarios 
públicos son responsables cuando violan la Constitución y la ley. Son respon-
sables a título personal. En consecuencia, los jueces son responsables a título 
personal cuando desconocen la Constitución y la ley. Incluso, el artículo 139 
citado habla de que pueden hacerlo por abuso de poder o por desviación de 
poder, así como por violación de la propia Constitución o de la ley. Pero en-
tonces, bajo estas premisas de violación del principio de legalidad en materia 
del ejercicio de la función pública y, concretamente, de la función pública 
judicial, surge como otra inconsistencia de parte de esa jurisprudencia.



La Constitución nos dice en los artículos 102, 103 y 109 concretamente, que 
se refiere a las universidades, que la educación es una obligación que debe 
garantizar el Estado. La educación es un deber, pero, según la Constitución, 
también es un derecho humano y también es un servicio público. Si fuéramos 
coherentes en esto que nos acaba de plantear el profesor Torrealba y no nos 
fuéramos al debate de la impugnación de los actos administrativos de las 
universidades, con base en lo que históricamente denominamos la «compe-
tencia residual» y que ahora pues está más definida en estos artículos 23, 
24, 25 y 26 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administra-
tiva, y nos quedamos con la tesis de que estamos ante un servicio público, 
la competencia tampoco sería ni siquiera de los juzgados estadales conten-
cioso-administrativos, sino que correspondería a los juzgados municipales 
con competencia contencioso-administrativa.

O sea, que la Sala Político-Administrativa ignora la Ley de plano, cosa 
curiosa por una razón. Porque esta se ufanó en su momento de ser la que 
redactó la Ley que hoy en día está vigente, que curiosamente, habiendo re-
dactado esa Ley, crearon un recurso de juridicidad que luego fue declarado 
inconstitucional por la Sala Constitucional porque violaba la Constitución. 
Pero, bueno, eso es para otro momento.

Lo interesante aquí es destacar que la Sala Político-Administrativa, reco
nozcamos que fue la autora intelectual, la madre de la Ley Orgánica de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa vigente, ignora, desconoce 
a su hijo. Es decir, lo rechaza, y entonces, decide aplicar criterios que ellos 
mismos elaboraron, pero que luego no les parecen tan buenos, al punto de 
que ni siquiera lo invocan. Podrían decir que se desaplica por vía de control 
difuso, más allá de que tendrían que incurrir en una serie de sofismas para 
llegar a esa conclusión. Pero no, ni siquiera se molestan en eso.

Entonces, le planteo al profesor Torrealba todo esto, porque, además, este 
criterio también desconoce la obligación de actuar dentro del marco del 
debido proceso que establece el artículo 49.3 de la Constitución por el tri-
bunal competente. O sea, el tribunal que debe actuar, tramitar el juicio es el 
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tribunal competente (…) que la disposición constitucional que dice que «todo 
acto dictado en ejercicio del Poder Público que viole o menoscabe los derechos 
garantizados en la Constitución y la ley es nulo»…

iv. Intervención de Miguel Ángel Torrealba Sánchez

Bueno, varias cosas. Lo primero, habría que recordar que la Ley Orgánica de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa, yo lo suelo usar un poco como 
elemento jocoso y didáctico en las clases, es lo que antes se llamaba una 
«hija natural». Formalmente no tiene padres reconocidos. Todos o muchos 
sabemos que esa Ley se elaboró en un despacho de la Sala Político-Adminis-
trativa, que tampoco se consultó, creo yo, con todos los despachos.

Pero formalmente, no hubo una iniciativa legislativa del Tribunal, que era lo 
lógico, como sí pasó con la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, 
sino que aquí, en esa forma de hacer las cosas tan confidenciales, subrepticias, 
y, sobre todo, contrarias al marco jurídico, la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa se elaboró en un despacho de la  Sala Político-
Administrativa de manera confidencial, de manera prácticamente secreta. 
Parecía que era un secreto de Estado.

Pero luego termina aprobándola la Ley en la Asamblea Nacional, que, por 
cierto, los invito a que revisen los textos de la primera discusión y la se-
gunda discusión. Nos vamos a dar cuenta de que no son los mismos, con lo 
cual, en estricto rigor jurídico, la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa podría considerarse que es nula.

Pero más allá de eso, con relación al tema de la educación y el servicio público, 
todos sabemos que un concepto que da muchísima polémica es el concepto de 
servicio público. Yo por eso, de entrada, ya lo hubiera desechado como un cri-
terio de delimitación competencial, por lo absolutamente impreciso que es un 
concepto de servicio público.



Entonces, en mi opinión, en un futuro deberíamos eliminar el reclamo por 
la prestación del servicio público, no ya por el hecho de que no se ha apli-
cado, sino por el hecho de que entender qué es un servicio público, pues eso 
ya de por sí presenta una serie de problemas. Pero, en todo caso, eso lo que 
ha servido es como un comodín. Bueno, cuando no tengo, en el caso de la 
Sala Constitucional o de la misma Sala Político-Administrativa, cuando no 
tengo otro asunto, digo que es un servicio público y asumo la competencia.

¿Qué es lo que sucede en la práctica? Si nos ponemos a ver más allá de todo 
esto, lo que refleja, yo creo que aquí el planteamiento de fondo es ver qué 
propósito persiguen los tribunales al asumir la competencia para conocer de 
causas en el caso de las universidades, que es claro que no tiene competencia.

¿Cuál es el propósito final? No sé si con esto respondo a todo lo que plan-
teaste, porque justamente al final de la conexión no te escuché cómo 
terminabas de plantear la idea. 

v. Intervención de Víctor Hernández-Mendible

No, básicamente era eso, estaba ya cerrando, que las sentencias de la Sala 
Político eran nulas porque así lo plantea el artículo 25 de la Constitución. 
Todo acto que menoscabe los derechos garantizados en la Constitución y la 
ley es nulo. Y en este caso la sentencia está desconociendo, entre otros as-
pectos, el debido proceso y el principio de legalidad. Creo que es suficiente 
como para entender que estamos ante un supuesto de nulidad absoluta o de 
pleno derecho, como se le quiera calificar.

vi. Intervención de Miguel Ángel Torrealba Sánchez

Y hay otra cosa. Visto esto: ¿con qué ánimo alguien va a presentar una de-
manda de nulidad de un acto administrativo invocando la incompetencia? 
Si el juez contencioso-administrativo es el primero que viola todos los 
días la regla de la competencia judicial ¿Cómo pedirle que revise el acto 
administrativo porque el órgano no era competente por el grado, por el 
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territorio, por la materia, por lo que fuera, por cualquier criterio de determi-
nación competencial? Si los primeros que vulneran las reglas de distribución 
de competencia, que como bien sabemos son una manifestación de las 
más fundamentales reglas de validez de los actos que expiden los órganos 
que ejercen el Poder Público, del principio de legalidad, son los tribunales, 
comenzando por el Tribunal Supremo de Justicia.

vii. Intervención de Víctor Hernández-Mendible

Sí, por eso decía al comienzo que era un ejemplo de las tantas situaciones 
difíciles de entender y de explicar en el plano académico y obviamente 
en el plano profesional. Y por eso, muchas veces, cuando a un abogado 
le preguntan, «Oiga ¿y a dónde tengo que ir a demandar en este caso?» dice, 
«Depende, va a depender del criterio que se acoja para tratar de llevar a cabo 
la causa respectiva, si va a ir ante un tribunal u otro». Porque nunca hay cer-
teza, a pesar de lo que dice la ley, de cuál va a ser el tribunal que va a conocer 
del caso.

Específicamente ¿Va a ser la Sala Político-Administrativa, van a ser los juz-
gados «nacionales», van a ser los juzgados estadales, va a ser el juzgado de 
municipio, será la Sala Constitucional que siempre tiene la discreción –mal 
entendida–, además de avocarse a conocer de estos procesos?

Bajo esta facultad que también creo que habrá que revisar en su momento, 
del avocamiento. Bajo la antigua Ley de la Corte se usó con mucha pru-
dencia y fueron, creo, más los casos en que se rechazó el avocamiento que los 
que se asumieron. Hoy en día vemos que esto plantea una suerte de guerra 
entre Salas, además, porque la Sala Constitucional termina avocándose a lo 
que decidan las demás Salas, sin respetar ni siquiera la más mínima garantía 
de legalidad y de competencia en esta materia.

Entonces, son temas que hay que revisar. Aunque al final, no es un problema 
de leyes, como perfectamente lo ha dicho el profesor Torrealba, sino que es 
un problema de quiénes están ejerciendo el Poder Judicial.



Yo acabo de nombrar una lista de personas que fueron magistrados en la 
Corte Primera. No nombré los de la Sala Político-Administrativa porque no 
venía al caso. Uno podía estar o no de acuerdo con los criterios que habían 
manejado en determinados casos, pero eran personas que no incurrieron 
nunca en prevaricación.

Quisiera antes de finalizar, no sé si el profesor Torrealba tiene algo más 
que decir, destacar que en la sesión de hoy nos han acompañado, además 
de la doctora Belén Ramírez, que fue magistrado en su momento de la Corte 
Primera y finalmente de la Sala Político-Administrativa, el magistrado 
y profesor José Peña Solís, la profesora Nélida Peña Colmenares, la pro-
fesora María Alejandra Correa, el profesor Antonio Silva Aranguren, que 
han estado presentes en la sesión de hoy. Creo que todos, por la afinidad, por 
la vinculación con el tema, deben estar alarmados de ver cómo esto se ha des-
figurado. Porque no fue una transformación, no fue una evolución, sino una 
desfiguración total de las cuestiones más elementales del Derecho Procesal.

Incluso el profesor Torrealba hablaba hace unos minutos del tema de la 
justificación en las demandas de acciones de derechos colectivos y difusos. 
Y creo que esta justificación de la Sala Constitucional, concretamente, tam-
bién viene dada porque algunos autores han hablado de que las demandas 
de derechos colectivos y difusos son un medio de impugnación, y esto es 
un error conceptual gravísimo. No es un medio de impugnación. Esto 
es un tema de legitimación procesal. Hay una legitimación procesal, en que 
se actúa por un interés personal, y hay una legitimación procesal cuando se 
tiene un interés colectivo y difuso.

Incluso, en algún momento en estos mismos espacios hemos hablado de 
quiénes pueden representar ahora los intereses de las futuras generaciones 
y todo lo que ello implica. Lo cual siempre es un problema de interés ju-
rídico. El tema de la legitimación en materia de protección de derechos 
o intereses colectivos y difusos, también lo abrió la Corte Primera de 
lo Contencioso-Administrativo, en la sentencia que se conoció en su mo-
mento como Desarrollos Tercera Avenida, popularmente conocida fuera del 
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ámbito jurídico como «El monstruo de Los Palos Grandes». En esa sentencia, 
por primera vez, la Corte admitió esa legitimación que luego hoy en día ya 
tiene rango constitucional.

Fíjense que volvemos otra vez a lo mismo, era un asunto de jueces lo que per-
mitía que la Corte fuera desarrollando estos temas. Jueces capaces, jueces que 
tenían ingenio, que tenían incluso mística para ir más allá de las estrictas re-
glas, que lo podían mantener dentro de un cierto conservadurismo y fueron 
ampliando los criterios para garantizar la tutela judicial efectiva y los dere-
chos fundamentales. Esto, evidentemente, pues es muy distinto a los tiempos 
que vivimos. Pero le doy la palabra al profesor Torrealba para finalizar, no 
sin antes agradecer nuevamente a la Fundación Estudios de Derecho Admi-
nistrativo, a la doctora Belén Ramírez Landaeta, por brindarnos el espacio en 
la tarde de hoy. A Julio Alejandro Pérez Graterol y a Lenni, por el apoyo téc-
nico que nos brindan permanentemente para que estemos compartiendo con 
ustedes estas reflexiones. Profesor Torrealba, tiene la palabra para continuar. 

viii. Intervención de Miguel Ángel Torrealba Sánchez

Sí, gracias. Bueno, antes de finalizar, yo iba concluir casi que con una broma, 
pero viene a colación por una intervención que acabo de leer. Imagínate que 
te recomiendan para que des un dictamen al respecto o viene un cliente y te 
pregunta, y la respuesta que le tienes que dar como profesional del Derecho 
es: «Bueno, depende cuál es el competente, depende. Vamos a ver ante cuál 
tribunal lo interpone y entonces veremos si ese dice que es competente o no». 
Entonces se preguntarán: «Pero de verdad que este que me lo recomendaron, 
pero habrá que confirmar esa fuente, si esta persona realmente sabe, porque ni 
siquiera sabe cuál es el tribunal competente. Mucho menos de otros asuntos».

Con relación al tema de los intereses colectivos y difusos, efectivamente, no 
es que yo haya hecho un estudio de Derecho comparado mundial. Pero, en 
los ordenamientos jurídicos iberoamericanos, al menos en la justicia admi-
nistrativa, se enfoca tanto doctrinaria como legislativamente como un asunto 
de legitimación.



En todo caso, lo que se puede discutir es si ese tipo de legitimación ame-
rita la tramitación por un proceso distinto o especial. Pero en modo alguno 
he visto que sea un criterio de determinación competencial, porque la 
competencia sigue siendo en este caso la competencia por la materia. 
Lo importante es la materia. Estoy demandando la nulidad de un acto ad-
ministrativo que afecta una colectividad porque degrada el ambiente, pues 
el competente, el juez natural, que será competente para conocer de la lega-
lidad de la actividad, o si es en materia laboral o en materia civil. Es decir, 
eso no es un asunto que afecta la competencia, sino un asunto de legitima-
ción y eventualmente de determinar si el diseño procesal ordinario o común 
es el más adecuado al respecto.

Bueno, creo que más allá de esto, simplemente reiterar las gracias a la au-
diencia, reiterar las gracias por la invitación a la Fundación Estudios de 
Derecho Administrativo, al apoyo logístico a la Fundación Universitas y gra-
cias al profesor Víctor Hernández-Mendible por su moderación y que todos 
tengan buenas noches.

* * *
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